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adoptar a los usuarios que soliciten concesión de aguas, con el propósito de contribuir a la 
sostenibilidad de este recurso.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible mediante resolución 
establecerá la estructura y contenido del Programa para el Uso Eiciente y Ahorro de Agua 
(PUEAA).

Parágrafo 2°. Para las personas naturales que de acuerdo con los criterios técnicos 
deinidos por la autoridad ambiental competente tengan un caudal para el desarrollo de 
su actividad, caliicado como “bajo”, igualmente el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, establecerá la estructura y contenido del Programa para el Uso Eiciente y 
Ahorro de Agua (PUEAA) simpliicado.

Artículo 2.2.3.2.1.1.4. Uso eiciente y ahorro del agua en entidades territoriales y 
autoridades ambientales. En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 1° de la Ley 373 
de 1997, compete a las entidades territoriales incorporar en sus Planes de Desarrollo y de 
Ordenamiento Territorial, proyectos o lineamientos dirigidos al uso eiciente y ahorro del 
agua en el marco de la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, 
de los instrumentos de planiicación ambiental de las autoridades ambientales o de los 
instrumentos para el manejo integral del recurso hídrico adoptados por las Autoridades 
Ambientales.

Las Autoridades Ambientales deben incluir en su Plan de Acción Cuatrienal, las 
acciones que promuevan y orienten la implementación del uso eiciente y ahorro del agua 
en su jurisdicción, con sus respectivos indicadores y metas.

Artículo 2.2.3.2.1.1.5. Presentación del PUEAA. Para efectos de lo dispuesto en los 
artículos 2.2.3.2.9.1 y 2.2.2.3.6.2 del presente decreto, la solicitud de concesión de aguas 
y la solicitud de presentación de licencia ambiental que lleve implícita la concesión de 
aguas deberán presentar ante la autoridad ambiental competente el Programa para el Uso 
Eiciente y Ahorro de Agua (PUEAA).

Artículo 2.2.3.2.1.1.6. Reporte de la Información. El reporte del resumen ejecutivo 
del que trata el artículo 3 de Ley 373 de 1997, corresponde a la información suministrada 
por la autoridad ambiental en el sistema de información del recurso hídrico (SIRH).

Artículo 2.2.3.2.1.1.7. Entrada en vigencia del Programa para el Uso Eiciente y 
Ahorro de Agua (PUEAA). El Programa para el Uso Eiciente y Ahorro de Agua (PUEAA) 
aplica a los nuevos proyectos, obras o actividades que se inicien a partir de la vigencia de 
la presente Subsección.

Parágrafo 1°. Para los proyectos, obras o actividades que se están adelantado o 
en actividad y que se encuentren en los siguientes eventos, se adoptará un régimen de 
transición, así:

1. Los proyectos, obras o actividades que iniciaron los trámites para la obtención 
de la concesión de aguas o el establecimiento de la licencia ambiental que lleve 
implícita la concesión de aguas exigida por la normatividad en ese momento 
vigente, continuarán su trámite de acuerdo con la misma y en caso de obtenerlos 
podrán adelantar y/o continuar el proyecto, obra o actividad, de acuerdo a los 
términos, condiciones y obligaciones que se expidan para el efecto, salvo que el 
interesado se acoja a lo aquí dispuesto de manera unilateral.

2. Los proyectos, obras o actividades, que de acuerdo con las normas vigentes 
antes de la adición de la presente subsección, obtuvieron las concesiones de 
agua o la licencia ambiental que lleva implícita la concesión, continuarán sus 
actividades sujetos a los términos, condiciones y obligaciones señalados en los 
actos administrativos así expedidos, en todo caso, en el evento en que el titular 
de la concesión o licencia ambiental pretenda renovar o modiicar la concesión 
deberá dar aplicación a lo aquí dispuesto.

Artículo 2°. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
en el Diario Oicial.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 28 de junio de 2018.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Luis Gilberto Murillo Urrutia.
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DECRETO NÚMERO 1091 DE 2018

(junio 28) 

por el cual adiciona el artículo 2.10.3.3.4 y el Capítulo IV al Título III de la Parte X 
del Libro II del Decreto número 1080 de 2015 con el objeto de fortalecer 

la promoción de la actividad audiovisual en el país.

El Presidente de la Republica de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial de las que le conieren el artículo 189, numeral 11, 
de la Constitución Política, en desarrollo de las Leyes 397 de 1997, 814 de 2003 y 1556 
de 2012, y

CONSIDERANDO:

Que conforme a los artículos 70 y 71 de la Constitución Política de Colombia, el 
Estado tiene el deber de promover el acceso de todos los colombianos a la cultura en 
igualdad de oportunidades, y de crear incentivos y estímulos para personas e instituciones 
que desarrollen manifestaciones culturales y ejerzan estas actividades.

Que, en desarrollo del anterior mandato constitucional, la Ley 397 de 1997 (Ley 
General de Cultura), en su artículo 1° dispone que el Estado estimulará los procesos, 
proyectos y actividades culturales en un marco de reconocimiento y respeto por la 
diversidad y variedad cultural de la Nación. Igualmente, determina que la formulación 
de la política cultural tendrá en cuenta al creador, al gestor, como al receptor de la cultura 
y garantizará el acceso de los colombianos a las manifestaciones, bienes y servicios 
culturales en igualdad de oportunidades.

Que el país mediante políticas y mecanismos de estímulo consignados especialmente 
en las Leyes 397 de 1997, 814 de 2003 y 1556 de 2012, así como en sus normas 
reglamentarias, ha venido impulsando el desarrollo de las industrias creativas, entre las 
que se destacan las del sector audiovisual en cuanto a la creación, producción, circulación 
y oferta de servicios caliicados en este campo.

Que lo anterior ha permitido que el país se sitúe como actor importante en el contexto 
de las industrias culturales en el contexto audiovisual en América Latina y como referente 
internacional.

Que el Decreto número 1080 de 2015, Decreto Único del Sector Cultura, en su Parte 
X reglamenta la actividad cinematográica en Colombia, a partir de las Leyes 814 de 2003 
(Ley de Cine) y 1556 de 2012 (Ley de Filmaciones en Colombia), que han permitido un 
desarrollo sustancial de la industria cultural del cine.

Que dentro del marco normativo antes señalado, se hace necesaria la incorporación del 
artículo 2.10.3.3.4, con el in de dejar claro conforme a la Ley 1556 de 2012, cuáles son 
los servicios cinematográicos y audiovisuales, con el in de aclarar que son aquellos que 
provienen de los equipos humanos e insumos artísticos o técnicos, como todos aquellos 
que hacen posible una producción desde el punto de vista logístico o material.

Que a su vez se hace necesaria la introducción de un nuevo Capítulo IV en el Título 
III de la Parte X del Libro II del Decreto número 1080 de 2015, en particular de un nuevo 
artículo 2.10.3.4.1., con el in de trazar un lineamiento general dentro de los cometidos 
de la Ley 1556 de 2012 que favorezca el desarrollo de trabajos de ilmación en el país, 
destacando la posibilidad que tienen todas las entidades estatales de prestar el apoyo que 
se requiera para dicho efecto, especialmente en cuanto a la utilización de elementos y 
locaciones.

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el artículo 2.10.3.3.4 al Decreto número 1080 de 2015, Decreto 
Único Reglamentario del Sector Cultura, con el siguiente contenido:

“Artículo 2.10.3.3.4. Servicios cinematográicos o audiovisuales. Son servicios 
cinematográicos o audiovisuales para los efectos de los artículos 9° y 14 de la Ley 1556 
de 2012 y sus disposiciones modiicatorias o reglamentarias, los siguientes:

a)  Servicios cinematográicos o audiovisuales: Actividades especializadas directa-
mente relacionadas con la preproducción, producción y posproducción de obras 
cinematográicas o audiovisuales incluyendo servicios artísticos y técnicos su-
ministrados por personas naturales o jurídicas colombianas domiciliadas o resi-
dentes en el país;

b)  Servicios logísticos cinematográicos o audiovisuales: Rubros de hotelería, ali-
mentación y transporte, necesarios dentro del proyecto cinematográico o audio-
visual”.

Artículo 2°. Adiciónese un Capítulo IV al Título III de la Parte X del Libro II del 
Decreto número 1080 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura, con el 
siguiente contenido:

“CAPÍTULO IV

Promoción de la actividad audiovisual en el país

“Artículo 2.10.3.4.1. Promoción de la actividad audiovisual en el país. Dentro 
del propósito de promover el territorio nacional como escenario de rodaje, producción 
y trabajo audiovisual en general, las entidades estatales prestarán apoyo en cuanto a la 
utilización de espacios y elementos a su cargo para actividades de ilmación, bajo los 
siguientes parámetros:

1.  Cualquier apoyo que se brinde a tareas de ilmación será previamente evaluado 
por la entidad hacia la que se dirija la solicitud, y se autorizará siempre que esto 
no afecte de manera alguna sus actividades y funciones legales.

2.  La autorización debe constar por escrito y establecer las locaciones o ele-
mentos que se utilizarán. Para el efecto podrá suscribirse un contrato con el 
productor, el cual deberá regirse por las disposiciones contractuales aplicables 
para la entidad estatal, e incluso pueden establecerse los valores a su cargo 
para compensar el costo administrativo que la autorización y utilización de 
locaciones o elementos pueda generar, de conformidad con las normas legales 
aplicables sobre la materia.
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3. Que se asuma el compromiso de restituir las locaciones o elementos por parte 
del productor, como mínimo en idéntico estado al momento en que fueron reci-
bidos. Podrán exigirse las garantías que procedan.

Parágrafo 1°. Lo establecido en este artículo no elimina o reemplaza en modo alguno 
el permiso uniicado previsto en el artículo 17 de la Ley 1556 de 2012 a cargo de las 
entidades territoriales, para ilmación en espacios públicos.

Parágrafo 2°. Si lo estima necesario, la entidad a la que se dirija la solicitud puede requerir 
el concepto del Ministerio de Cultura en lo pertinente a las obras cinematográicas o de la 
Comisión Fílmica Nacional instituida en el Fondo Mixto de Promoción Cinematográica 
“Proimágenes Colombia”, cuando se trate de otro género de obras extranjeras que vengan 
a hacer esta clase de trabajos al país.

El concepto se referirá exclusivamente a la pertinencia del proyecto respecto de 
objetivos de desarrollo audiovisual en el país, y no tiene ningún carácter vinculante”.

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
y adiciona el Decreto número 1080 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 
Cultura.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 28 de junio de 2018.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

La Ministra de Cultura,

Mariana Garcés Córdoba.

ministerio de transPorte

resOluciOnes

RESOLUCIÓN NÚMERO 0002498 DE 2018

(junio 28)
por la cual se modiica el artículo 1 de la Resolución 6427 de 17 de diciembre de 2009 del
Ministerio de Transporte y se dictan otras disposiciones para el control de peso a vehículos 

de transporte de carga rígidos de dos (2) ejes.
El Ministro de Transporte, en uso de sus facultades legales y en especial las conferidas 

por los artículos 2° y 3° de la Ley 105 de 1993, artículo 29 de la Ley 769 de 2002, numeral 
6.3 del artículo 6 del Decreto 087 de 2011, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 24 de la Constitución Política, desarrollado por el artículo 1° y sus 
incisos 2° y 3° de la Ley 769 de 2002 modiicado por el artículo 1° de la Ley 1383 de 
2010, consagra que todo colombiano tiene derecho a circular libremente por el territorio 
nacional, pero está sujeto a la intervención y reglamentación de las autoridades para 
garantía de la seguridad de los habitantes y preservación de un ambiente sano, para lo cual 
le corresponde al Ministerio de Transporte como autoridad suprema de tránsito deinir, 
orientar, vigilar e inspeccionar la ejecución de la política nacional en materia de tránsito.

Que los artículos 2° y 3° de la Ley 105 de 1993, establecen como principios rectores 
del transporte, entre otros, el de la intervención del Estado en condiciones de libertad de 
acceso, calidad, oportunidad y seguridad de los mismos y el de la libertad de empresa, 
el cual se desarrolla mediante la reglamentación de las condiciones de carácter técnico 
u operativo, para la prestación del servicio que expide el Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Transporte.

Que el artículo 2° de la Ley 336 de 1996 -Estatuto Nacional del Transporte- señala: 
“La seguridad especialmente relacionada con la protección de los usuarios, constituye 

prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de Transporte”.

Que de conformidad con lo establecido en los artículos 36 de la Ley 336 de 1996 
y 93-1 de la Ley 769 de 2002 adicionado por el artículo 18 de la Ley 1383 de 2010, el 
propietario y la empresa a la cual esté vinculado el vehículo automotor serán responsables 
solidariamente por el pago de multas por infracciones de tránsito.

Que transportar carga con peso superior al autorizado está contemplado como un tipo 
de infracción de tránsito, que será sancionado conforme lo establece el literal D.13 del 
artículo 131 de la Ley 769 de 2002 modiicado por el artículo 21 de la Ley 1383 de 2010.

Que el artículo 29 de la Ley 769 de 2002 - Código Nacional de Tránsito - establece: 
“Los vehículos deberán someterse a las dimensiones y pesos, incluida carrocería y 

accesorios, que para tal efecto determine el Ministerio de Transporte, para lo cual debe 

tener en cuenta la normatividad técnica nacional e internacional”.

Que desde el año 2009, con fundamento en condiciones especiales en la prestación del 
servicio de transporte de carga rígidos de coniguración 2 que se presentaron y afectaron 
la normal circulación, se han venido expidiendo reglamentaciones hasta la fecha, que 
entre otros, suspenden el control de los límites de peso a dichos vehículos o establecen 
parámetros de control de peso bruto vehicular para transitar con un peso superior a la icha 
técnica de homologación.

Que entre estas, mediante la Resolución 6427 de 2009 el Ministerio de Transporte 
dicta disposiciones para el control de peso a Vehículos de Transporte de Carga de dos ejes, 
estableciendo en el artículo 1 que los vehículos de transporte de carga de coniguración 

2, incluidos los vehículos HI-R 190, deben ser sometidos a control de peso bruto 
vehicular aplicando como parámetro de control un peso bruto vehicular máximo de 17000 
kilogramos, con una tolerancia positiva de medición de 425 kilogramos.

Que posteriormente el Ministerio de Transporte expidió la Resolución 2308 de 2014, 
por la cual establece medidas para el control de peso a vehículos de transporte de carga, 
de la siguiente forma: i) Los vehículos de transporte de carga registrados a partir del 1° de 
enero de 2013, deberán someterse al control del peso bruto vehicular en báscula, tomando 
como límite máximo el establecido por el fabricante en la Ficha Técnica de Homologación 
y ii) Aquellos vehículos registrados antes del 1° de enero de 2013, se tendrá en cuenta para 
el control de peso bruto vehicular lo establecido en la Resolución número 6427 de 2009.

Que conforme a lo contenido en la citada Resolución 2308 de 2014, en el artículo 
2° se estableció una excepción a los vehículos registrados antes del 1° de enero de 2013 
permitiendo un peso bruto vehicular máximo de 17000 kilogramos, con una tolerancia 
positiva de medición de 425 kilogramos, lo que equivale aproximadamente a transitar con 
un peso superior a la icha técnica de homologación por encima del 300%.

Que mediante memorando 20184000093363 del 20 de junio de 2018, el Director 
de Transporte y Tránsito del Ministerio de Transporte, solicita la emisión del acto 
administrativo respectivo a in de reglamentar las condiciones bajo las cuales se debe 
prestar la actividad en los vehículos rígidos de dos (2) ejes destinados al transporte de 
carga. En dicho escrito, reiere que la Universidad Nacional a través de Convenio 
Interadministrativo con el Ministerio de Transporte, celebrado el 21 de agosto del 2015, 
adelantó un estudio con el objeto de analizar la operatividad de los requisitos técnicos de 
homologación de vehículos de carga y pasajeros, donde uno de sus componentes se centró 
en el control de peso en vehículos de carga tipo C2.

Que igualmente reiere que, con base en el citado estudio se evidenció la necesidad 
de reglamentar las condiciones bajo las cuales se debe prestar el servicio de transporte de 
carga, siendo importante considerar la economía nacional, la infraestructura, la seguridad 
vial y el desempeño técnico y mecánico de los vehículos, por lo que, teniendo en cuenta 
que todos los vehículos rígidos de dos ejes actualmente pueden transportar hasta 17,5 
toneladas, esto es, transitar con un peso superior a la icha técnica de homologación 
por encima del 300% para los vehículos livianos, es imperioso establecer condiciones 
respecto al peso bruto vehicular buscando mitigar las afectaciones a la seguridad vial en 
las operaciones de transporte de mercancías.

Así mismo, en el citado oicio señala el referido Director que se busca que las 
autoridades de tránsito veriiquen el peso bruto vehicular que se mide a través de básculas 
en carretera, veriicándolo con base en la tabla donde se establecen los rangos y los 
máximos pesos permitidos sin superar el 50%.

Que el Viceministerio de Transporte a través de la Dirección de Transporte y Tránsito 
según lo maniiesta en el referido memorando “...ha evaluado varias alternativas y ha 
sostenido varias reuniones con el gremio de livianos, el gremio de los vehículos más 
grandes, los fabricantes, ensambladores e importadores de vehículos. Como resultado 
de dichas reuniones y con el propósito de tomar la mejor decisión se estableció que las 
consideraciones técnicas deben ser complementadas por aspectos jurídicos” en este sentido, 
coligen que para el control deseado de peso máximo en báscula, es necesario considerar 
aspectos económicos y jurídicos que pueden afectar a particulares que de buena fe tomaron 
decisiones y adquirieron condiciones para operar en el mercado, y en consecuencia, se 
requiere un periodo de transición de cinco (5) años con fundamento en el principio de 
conianza legítima, para que se otorgue el tiempo y los medios a los propietarios de 
vehículos rígidos de dos (2) ejes, para ajustarse gradualmente al peso máximo para control 
en báscula establecido en la icha técnica de homologación como medida deinitiva.

Que respecto a los aspectos jurídicos mencionados por el Director de Transporte y 
Tránsito, se tiene que la Corte Constitucional en Sentencia C-981 de 2010 estableció sobre 
la conianza legítima que:

“... Finalmente, cabe anotar que cualquier acto que pretenda modiicar la expectativa 
creada en los administrados, debe tener en cuenta los siguientes criterios con el in de 
garantizar el principio de conianza legítima: (i) la medida de protección no equivale a 
indemnización ni a reparación y (h) debe brindarse el tiempo y medio necesarios para que 

pueda reequilibrar su posición o se adapte a la nueva situación. (...).

Política Publica-Condiciones básicas a la luz de la Constitución Política.

Debe existir (i) un plan especíico para garantizar de manera progresiva el goce efectivo 
del derecho constitucional en su faceta prestacional; (ii) un cronograma de actividades 

para su ejecución. El plan (iii) debe responder a las necesidades de la población hacía la 

cual fue estructurado; (iv) debe ser ejecutado en un tiempo determinado, sin que este lapso 

se torne en irrazonable ni indeinido y; (v) debe permitir una verdadera participación 
democrática en todas las etapas de su elaboración”.

Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia C-131/04 manifestó lo siguiente:

“En esencia, la conianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar 
en un medio jurídico estable y previsible, en cual pueda coniar. Para Müller, este vocablo 
signiica, en términos muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un 
sujeto de derecho en razón de un determinado comportamiento en relación con otro, o ante 

la comunidad jurídica en su conjunto, y que producen determinados efectos jurídicos; y 

si se trata de autoridades públicas, consiste en que la obligación para las mismas de 

preservar un comportamiento consecuente, no contradictorio frente a los particulares, 
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